
uatro de cada diez españoles opina que todos los servicios y
prestaciones están mal gestionados y la gran mayoría de los
entrevistados (el 85 por ciento) creen hacer mal uso de algu-
no(s) de los serviciospúblicos y prestaciones, según las conclu-
siones del informe Opiniones y Actitudes de los Españoles en
2012, elaborado por el Área de Sociología Tributaria del
Instituto de Estudios Fiscales.
Cerca de dos terceras partes de la población encuestada en

2012 opina que la iniciativa privada no debería participar ni en
la gestión ni en la financiación de ninguno de los servicios y
prestaciones considerados en la encuesta, dispersándose el
resto de menciones correspondientes entre quienes sí desea-
rían dicha participación entre los demás servicios y, en menor
medida, entre las prestaciones.

Consideración sobre el pago de impuestos
Para la mayoría de los ciudadanos consultados entre los años
2002 y 2012, los distintos servicios públicos y prestaciones
sociales que conforman la oferta pública financiada con
impuestos, son útiles y necesarios. Peroesta consideración noevita críticascon respectoalmodo
en que la Administración la gestiona e, incluso, con respecto a la utilización que hacen los usua-
rios de la misma, observándose escasas diferencias al respecto entre los distintos segmentos de
la población entrevistada.

Menos de lamitad de los entrevistados en 2012 (el 32 por ciento) considera que la oferta pública
de servicios yprestaciones justifica el pago de los impuestos, frente a casi 7 de cada 10 que opina
lo contrario. Reflejadas estas opiniones en una escala de 1 a 4 (cuyo punto medio es 2.5), el pro-
medio valorativo es 2.1, dato que supone una calificación relativamente negativa. Esta valoración
es bastante homogénea en los diferentes colectivos, sin que se aprecien nuevamente grandes
variaciones en sus valoracionesmedias. Si acaso, podría señalarse que dichamejora es percibida
enmayormedidaentre losmásmayores (65años ymás), los que tienenmayornivel educativo (uni-
versitarios) y entre los residentes enmunicipios de entre 200.000 y500.000 habitantes.

La ciudadanía ha venido sosteniendo, año tras año, que la oferta pública de servicios y pres-
taciones justifica el pago de los impuestos, con puntuaciones por encima del punto medio de la
escala. Pero se aprecian tres excepciones: al inicio de la serie en 1995, en el bienio 2002-03 y
el cuatrienio 2009-2012, tras la inquietante polarización de las opiniones observada en el trienio
comprendido entre los años 2006 y 2008.
La lectura sugiere que los ciudadanos, que estaban encontrando en la oferta pública de ser-

vicios y prestaciones una justificación al pago de sus impuestos, regresa en el bienio 2002-03 a
opiniones pesimistas similares a las del inicio de la serie, para volver a posiciones algo más op-
timistas en el periodo comprendido entre los ejercicios 2004 y 2005. Desde1995, la mayoría de
los entrevistados ha venidomanifestando que los impuestos que se pagan son poco o nada ade-

cuados sobre los servicios y prestaciones que se
reciben. También lo hacen asíen 2012.
Al principio de la serie, la opinión mayoritaria

era que la redistribución es escasa, aunque poste-
riormente (especialmente en el bienio 1999-
2000) se obtuvieron porcentajes importantes de
ciudadanos que opinaban que se iba acercando a
un nivel correcto.
A partir de 2002, el grado de acuerdo relativo a

la contribución de la oferta pública de servicios y
prestaciones a la distribución de la renta se ha
medido en una escala de 1 a 4, cuyo puntomedio
es 2.5. Las puntuaciones obtenidas se sitúan por
debajo del punto medio de esta escala, a excep-
ción de 2004, 2005 y 2007 donde lo alcanzan.
Sobre una media general del 2,5 -donde 1 sig-

nifica nula satisfacción y 4 mucha satisfacción-,
los usuarios de servicios públicos se muestran
bastante satisfechos de los mismos, si bien cabe

distinguir entre los transportes, las infraestructuras y los servicios sanitarios, que obtienen los ín-
dices de satisfacción más altos (2.9 el primero y 2.8 los dos restantes), y los servicios educativos
y sociales, que obtienen una buena puntuación, aunque algo menor (2.7 en ambos casos).
Año trasaño, la opinión pública continúamanifestando su convencimiento dequeexisten cier-

tos colectivos que defraudan habitual y sistemáticamente a la Hacienda Pública. Tales colectivos
son, en opinión de los ciudadanos, los empresarios, principalmente, pero también los profesiona-
les liberales y los trabajadores autónomos, cuyas actividades al estar sometidas a unmenorcon-
trol porpartede la Administración, ofrecenmayoresoportunidadespara la evasión.Mientrasque,
por el contrario, los asalariados mantienen una conducta fiscal honesta porque, al estar contro-
lada la parte más importante de sus ingresos mediante retenciones salariales, tienen menos
oportunidades que los demás para ocultar con éxito las rentas que deben declarar.
En 2012 estasopiniones semantienen, si bien se observa unamoderada tasa de falta de res-

puesta (12 por ciento). Tal como se muestra en el Gráfico 2.11, más de la mitad de los entrevis-
tados (el 68 porciento) considera la existencia de colectivos que evaden de forma habitual y con-
tinuada sus impuestos, frente a un 20 por ciento que no lo cree así.

Percepción sobre el fraude fiscal
Predomina la percepción relativa a un aumento del fraude fiscal en la última década. Tan sÓlo
un 3 por ciento de estos ciudadanos se abstiene de opinar sobre el tema, pero entre quienes sí
lo hacen, un 86 por ciento de los encuestados piensan que el fraude se ha incrementado frente
al 11 por ciento que opina lo contrario. Además, el 60 por ciento considera que ha aumentado
bastante. Medido este juicio en una escala de 1 a 4 (cuyo punto medio es 2.5), la valoración
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No obstante, esa distancia se ha ido reduciendo hasta

llegara aproximarse. Ymientrasdicha aproximación, que a

partir de 1999 era al alza, incluso con valoraciones poren-

cima del punto medio de la escala, en los últimos siete

añosha cambiado de signo hasta alcanzaren 2012 los va-

lores más bajos de la serie.

Esta circunstancia podría sugerir que la tradicional per-

cepción contradictoria en relación con el cumplimiento fis-

cal podría estar desvaneciéndose, a costa de una tenden-

cia a la baja en la percepción de mejora del cumplimiento

fiscal y de unmayorpesimismoen cuanto a la disminución

del fraude.

Sanidad, transporte y empleo
Durante 2012, los servicios sanitarios recuperaron nueva-

mente su posición de liderazgo convirtiéndose en el servi-

cio público más usado por los hogares españoles, mien-

tras que las infraestructuras, que fueron el servicio más

utilizado en 2011, se mantuvieron en una segunda posi-

ción retrocediendo a los niveles de la serie histórica obtenidos entre 2005 y 2011.

El transporte público semantuvo en la tercera posición. Sin embargo, decreciendo significati-

vamente su porcentaje de utilización (70 por ciento) por los hogares españoles con respecto al

de años anteriores, posicionándose en niveles similares a los alcanzados en 2004.

El servicio educativo fue el cuarto más utilizado, si bien en 2012 desciende ligeramente con

respecto a la de los últimos tres años, de 2009 a 2011. Las pensiones de jubilación experimen-

taron un incremento de uso de 11 puntos porcentuales en comparación con las cifras del año

anterior, alcanzando un porcentaje de uso del 32 por ciento.

El seguro de desempleo, por su parte, descendió una posición en el rankingde utilización de

servicios y prestaciones sociales, confrontando los resultados actuales con los de 2011. Final-

mente, como en los años previos, las pensiones de enfermedad o invalidez se posicionan como

el servicio público quemenos se utiliza. Si bien, en esta ocasión representan además el porcen-

taje más bajo de toda la serie histórica (8 por ciento).

La oferta pública deservicios y prestaciones tienequemejorar (2.9), porqueparecehaberem-

peorado en los últimos cinco años. Aunque existe accesibilidad para todos (2.5), la oferta públi-

ca no es adecuada para el nivel de presión fiscal que se soporta (2.1) y no contribuye a la redis-

tribución de la riqueza (2.2), por lo que no justifica el pago de los impuestos (2.1).

La responsabilidad de este estado de cosas se debe en parte a los abusos de los usuarios de

los servicios públicos o de los beneficiarios de las prestaciones sociales (2.5), pero recae espe-

cialmente en la Administración que no gestiona la oferta pública de servicios y prestaciones de

manera correcta (1.8). Así, el problema no esde cantidad de oferta, sino de gestión de lamisma,

porque ningún servicio público o prestación social se considera inútil o innecesario (1.4).

media resultante esde1.5, lo que suponeuna percep-

ción muy negativa de la ciudadanía sobre la evolución

de la conducta defraudadora en la última década.

Se aprecia cómo son casi el 90 por ciento de la po-

blación encuestada en 2012 (el 89 por ciento) las que

sostienen esta percepción de aumento de la conducta

defraudadora, frente a algo más del 10 por ciento (el

11 por ciento) que percibe que el fraude fiscal ha dis-

minuido en la última década. También la percepción

negativa es común a todos los colectivos; si bien, aten-

diendo a la clasificación de los sectores de actividad,

destaca el grupo de los asalariados, ya que un 70 por

ciento de los mismos cree que el fraude fiscal ha au-

mentado bastante.

Se aprecia que, tras un incremento progresivo y

constante de la percepción de disminución del fraude

(1995-99), esta percepción desciende desde 2001,

para regresara posicionesnegativas en el último sexe-

nio, alcanzandoen 2012 el nivel másbajosde la serie.

La percepción deevolución positiva del cumplimiento fiscal quesevenía observandoa lo largo

de la serie, parece que sufre una clara tendencia a la baja en los tres últimos años. Sin embar-

go, la percepción relativa a la disminución del fraude fiscal esmásnegativa, y más fluctuante, de

manera que las líneas que reflejan las proporciones correspondientes a ambas opiniones, así

como las que reflejan las valoraciones medias respectivas, nunca han llegado a superponerse

(casi lo hicieron en 2007), quedando incluso en ocasiones a una notable distancia.

Diferentes percepciones entre ciudadanos
Sólo cuatro de cada diez encuestados piensan que, aunque persisten los engaños a Hacienda,

e incluso los casos de notorio incumplimiento fiscal, en general, el pago de los impuestos se rea-

liza de un modo bastante correcto (41 por ciento). Frente a estos ciudadanos, una proporción

mayor (59 por ciento) considera que el fraude fiscal es una conducta generalizada entre los con-

tribuyentes españoles. Esa percepción es común a todos los segmentos de ocupación, aunque

se aprecia un pesimismo ligeramente mayor entre los asalariados (65 por ciento).

Mientras que, al principio en el trienio 1995-97, las proporciones de quienes piensan que en

nuestro país los impuestos se pagan de un modo bastante correcto están prácticamente iguala-

das con las de quienes creen lo contrario, a partir de 1998 se observa un predominio de los pri-

meros sobre los segundos, apreciándose en 2003, 2006 y en 2009 una vuelta a la polarización

de las opiniones similar a la del inicio de la serie. Pero si en el año 2010 parecía que se volvían

a superponer los que consideraban que los impuestos se pagan correctamente, en los dos últi-

mos años se produce un cambio brusco de tendencia y son casi seis de cada diez los que afir-

man que el pago de los impuestos se realiza de manera incorrecta.

La mayoría cree que la oferta pública de servicios y
prestaciones tiene que mejorar porque ha empeorado

La culpa se debe, en parte, a los abusos de los usuarios de los
servicios o de los beneficiarios de las prestaciones sociales

Los empresarios, profesionales liberales y los autónomos
son los colectivos que se considera que mayor fraude cometen

Sólo cuatro de cada diez encuestados piensan que el pago
de los impuestos se realiza de un modo bastante correcto
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